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1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO: 

El día 30 de julio de 2011, se hizo presente ante la División de Investigación 

Criminal –DIVINCRI- Carabayllo, Fredy Julio ALARCON VASQUEZ, quien denunció 

a Pedro Miguel Roldan Común por la presunta comisión del delito contra la libertad 

sexual – violación sexual-, en agravio de su menor hija de iniciales Y.D.A.A. (de 12 

años de edad). 

Durante la Investigación Preliminar, al recabarse la declaración referencial y 

Entrevista Única de la menor agraviada, se desprende que el día 24 de julio de 2011, 

la menor agraviada de iniciales Y.D.A.A. (de 12 años de edad) se encontraba en la 

esquina del Jr. José Balta, cuadra 1, esperando a su tía Betty Alarcón Vásquez, para 

que recogiera unos platos de comida de Pachamanca que había comprado en la feria 

gastronómica que se había desarrollado en su centro educativo. Al arribar, su tía de 

la menor, recogió los platos de comida y se retiró, instantes en que se apersonó el 

imputado Pedro Miguel Roldán Común, a bordo de su vehículo menor (Mototaxi), 

ofreciendo llevar a la menor hasta la casa de su mamá ya que vivía a tres cuadras, lo 

cual aceptó porque tenía que entregarle dos platos de pachamanca.  

Al llegar al mercado que está en la avenida José Pardo para dejar otro plato de 

pachamanca a su tía de nombre Cibelia, la menor al bajar de la moto,  el imputado le  

habría dicho que la iba a esperar a la vuelta de un parque, siendo que al retornar le 

dijo para ir a conversar a un lugar “tranquilo”, siendo así, la menor aceptó dicha 

invitación ya que pensaba que iban a conversar camino a su casa, sin embargo como 

las lunas de la mototaxi eran polarizadas, no se percató que fue trasladada sin su 

consentimiento hasta un hotel que está ubicado en el Km. 19 de la avenita Tupac 

Amaru, lugar donde se estacionó al interior de un hostal que es de mayólicas blancas 

con un portón azul, lo cual al ser advertido por la menor, se habría resistido a bajar 

del vehículo menor, sin embargo el imputado la cogió con fuerza del brazo izquierdo 

y la obligó a subir unas escaleras que conducían al segundo piso, lugar donde había 

una señora con su menor hijo atendiendo, a lo que el imputado solicitó un cuarto y el 

niño le entregó las llaves del cuarto N° 26, seguidamente el imputado le reiteró que 

solo iban a conversar, proposición que fue creída por la menor, por lo cual ingresaron 

a la habitación del hostal. 



Una vez cuando se encontraban en el interior del cuarto, el imputado sin mediar 

palabra alguna, se abalanzó sobre la menor, la tiró a la cama y aprovechando su 

superioridad física, contra su voluntad, la agarró de su mano izquierda para que no 

pueda defenderse y con la otra mano, el imputado le sacó su pantalón y trusa, hecho 

que provocó que la menor esté tan asustada que no pueda gritar, luego el imputado 

se sacó toda su ropa, quedándose desnudo, ante ello, la menor procedió a pegarle 

con su mano derecha en la cara y haciéndole caso omiso a su resistencia, comenzó 

a besarla en los labios y parte delantera de su pecho, siendo que en todo momento 

que la tenía sujetada de su mano izquierda, no obstante a su negativa, el imputado le 

introdujo violentamente su pene en su vagina, penetrándola muchas veces, indicando 

la menor, que para ello se habría puesto un preservativo, asimismo indicó que estuvo 

en el cuarto con el imputado como por dos horas aproximadamente y este no le decía 

nada. Acto seguido, cuando se encontraban en dicho lugar, su mamá llamaba 

constantemente al celular de su menor hija, a lo que el imputado le dijo que se ponga 

su ropa y luego de vestirse, la obligó a bajar las escaleras y la introdujo en el interior 

de su mototaxi, para luego llevarla a la casa de su mamá, ubicada en el Jr. Balta 

N°395, al dejar a la menor, el imputado la habría amenazado y le dijo que no dijera 

nada a su mamá.  

Así las cosas, la menor refirió que estaba tan asustada que no le contó nada a su 

madre, siendo que, al día siguiente, en circunstancias que la menor se encontraba en 

su colegio, le contó lo sucedido a su primo de nombre Jhon, quien le contó a su mamá 

y por ello, con su papá, interpusieron la denuncia en la Divincri (División de 

investigación Criminal) del mismo distrito de Carabayllo. 

 

El Fiscal Provincial de la Segunda Fiscalía Provincial Mixta de Carabayllo, al 

conocer de la notitia criminis, procedió con el inicio de la investigación preliminar, 

logrando recabar actos de investigación, como la declaración referencial de la menor 

agraviada de iniciales Y.D.A.A. (de 12 años de edad), el Acta de Entrevista Única, el 

Certificado Médico legal de integridad sexual de la agraviada y la manifestación 

preliminar del investigado. 

Así, al obtener indicios razonables de la comisión del delito y su vinculación con el 

imputado, el Fiscal Provincial del despacho antes aludido, en fecha 13 de septiembre 



de 2011, como titular de la Acción Penal, de conformidad con la Ley Orgánica del 

Ministerio Público y Código de Procedimientos Penales, dispuso la Formalización de 

Denuncia Penal contra el imputado Pedro Miguel Roldan Común por la presunta 

comisión del delito contra la libertad sexual, en la modalidad de violación sexual de 

menor de edad-, en agravio de la menor de iniciales Y.D.A.A. (de 12 años de edad), 

solicitud que fue dirigida al Juzgado Penal de Carabayllo, invocando para su 

imputación el inciso segundo del primer párrafo del artículo 173° del Código Penal, 

ofreció como medios probatorios los actuados, entre ellos los actos de investigación 

antes referidos, solicitando que a nivel de instrucción se actúen las siguientes 

diligencias: La declaración instructiva del denunciado, la declaración testimonial del 

padre y madre de la menor agraviada, se recabe la partida de nacimiento de la menor 

agraviada, los antecedentes penales y judiciales del denunciado, se recabe la 

evaluación psicológica de la menor agraviada y se practique la evaluación psicológica 

de perfil sexual al denunciado, solicitando además el Embargo de los bienes del 

imputado y se admita la presente denuncia. 

El día veintinueve de septiembre de dos mil once, el Primer Juzgado Penal de 

Carabayllo, expidió el Auto Apertorio de Instrucción, mediante el cual resolvió abrir 

instrucción en vía ordinaria contra el imputado Pedro Miguel Roldan Común por la 

presunta comisión del delito contra la libertad sexual – violación sexual de menor de 

edad-, en agravio de su menor hija de iniciales Y.D.A.A. (de 12 años de edad), con 

medida coercitiva personal de Comparecencia Restringida, con reglas de conducta, 

bajo apercibimiento de revocarse la misma en caso de incumplimiento. Asimismo, se 

dispuso realizarse la totalidad de las diligencias solicitadas por el Ministerio Público y 

se resolvió trabar embargo preventivo sobre los bienes del imputado, poniendo en 

conocimiento de la misma resolución al órgano Judicial Superior. 

En el transcurso de la Instrucción, se recabó: El Protocolo de Pericia Psicológica 

N° 029360-2011-PSC de la agraviada, el Certificado Judicial de Antecedentes 

Penales del procesado, el Certificado de Antecedentes Judiciales del imputado, el 

Protocolo de Pericia Psicológica N° 001296-2011-PSC de la agraviada, el Informe 

Social N° 027-2011/Mimdes/PNCVFS/Cem-Carabayllo de la agraviada, la Partida de 

Nacimiento de la agraviada. 



Así, mediante Resolución Judicial de fecha 31 de enero de 2012, se remitieron los 

autos al Ministerio Público para su pronunciamiento correspondiente, el cual expidió 

su Dictamen, solicitando el plazo ampliatorio ordinario por sesenta días, a efectos que 

se recabe la declaración instructiva del procesado, las declaraciones testimoniales de 

los padres de la agraviada, se realice una evaluación psicológica y de perfil sexual al 

procesado y las demás diligencias necesarias.  

Mediante Resolución de fecha 10 de abril de 2012, el Juzgado resolvió ampliar la 

instrucción por el plazo solicitado por el Ministerio Público, ordenando efectuarse las 

diligencias antes invocadas, por ello se recabó la declaración instructiva del 

procesado y las declaraciones testimoniales de los padres de la agraviada. 

Mediante resolución de fecha 07 de junio de 2012, el Juzgado resolvió declarar, No 

ha lugar a la solicitud de confrontación entre la agraviada y el imputado, el cual fue 

pedido por este último; asimismo resolvió remitir los autos al Ministerio Público para 

Vista Fiscal. En ese sentido, el Ministerio Público en su Dictamen Fiscal de fecha 26 

de junio de 2012, solicitó al Juez penal se conceda un plazo ampliatorio extraordinario 

por el término de 30 días a efectos que se practique una pericia psicológica y de perfil 

sexual al procesado y con relación al pedido de confrontación opinó se declare No ha 

lugar a lo solicitado. Por ello, el Juez penal mediante resolución de fecha 03 de julio 

de 2012, resolvió ampliar por treinta días la instrucción a efectos que se realice el 

pedido del Fiscal Provincial y se lleve a cabo la diligencia de Inspección Judicial en el 

lugar de los hechos (Hostal “Las Brisas”, ubicado a la altura del Km. 19 de la Av. 

Tupac Amaru). 

Siendo así, se recabó el Protocolo de Pericia Psicológica del procesado y mediante 

Resolución Judicial del día 14 de marzo de 2013, se ordenó remitir los autos a Vista 

Fiscal a efectos que el representante del Ministerio Público, emita su pronunciamiento 

correspondiente. 

Mediante Dictamen Fiscal del día veintitrés de mayo de 2013, el Fiscal Provincial 

opinó que no se ha cumplido cabalmente con los plazos señalados en el Código de 

Procedimientos Penales para la tramitación de la presente causa, por lo cual al 

retorno de los autos al Juzgado Penal, se emitió el Informe Final del día 17 de junio 

de 2013, de conformidad con el artículo 203° del Código de Procedimientos Penales, 

dirigido al Señor Presidente de la Sala Penal, mediante el cual informó de las 



diligencias practicadas en la etapa de instrucción, que no se realizó la inspección 

judicial en el hostal “Las Brisas”, sosteniendo que los plazos procesales se cumplieron 

regularmente y que la situación jurídica del procesado es con mandato de 

comparecencia con restricciones –reo libre-. Así, el Juez Penal instructor mediante 

resolución de fecha 17 de junio de 2013, al concluir la instrucción, puso a disposición 

de las partes el expediente por el plazo de tres días. Luego de ello, mediante 

Resolución del día 06 de septiembre de 2013, se elevaron los autos a la Sala Penal 

de reos libres. 

Mediante Dictamen Fiscal del día 21 de abril de 2014, el Fiscal Superior Penal de 

Lima Norte, formuló Acusación contra el imputado Pedro Miguel Roldan Común por 

el delito contra la Libertad Sexual –Violación Sexual de Menor de Edad-, en agravio 

de la menor de iniciales Y.D.A.A., adecuando al tipo penal previsto en el inciso 2° del 

primer párrafo del artículo 173° del Código Penal, proponiendo se le imponga 30 años 

de pena privativa de la libertad y el pago de S/ 5,000.00 (Cinco Mil  y 00/100 Soles) 

por concepto de Reparación Civil a favor de la agraviada. Por ello, los magistrados la 

Primera Sala Penal Permanente de Reos Libres de Lima Norte, mediante Resolución 

N° 02 del día veintisiete de mayo de dos mil catorce, dispusieron por mayoría correr 

traslado de la Acusación Fiscal a las partes a efectos que ejerzan sus derechos 

correspondientes, ordenando que las observaciones se hagan por escrito en el plazo 

de 05 días, siendo que debido a la excesiva carga procesal no es posible efectuar 

audiencias de control de Acusación. 

De conformidad al Dictamen que antecede, la Sala Superior mediante Resolución 

del día 17 de noviembre de 2014, emite el Auto de Enjuiciamiento mediante el cual 

se dispuso: De oficio suspender el mandato de comparecencia restringida, ordenando 

que el procesado continúe el trámite del proceso con comparecencia simple, 

declarando: Haber mérito para pasar a Juicio Oral contra el imputado y señalaron 

fecha para Juicio Oral. 

Mediante Resolución del día 07 de mayo de 2015, la Sala Superior revocó el 

mandato de comparecencia simple por comparecencia con restricciones, declarando 

frustrada la Audiencia de Juicio Oral. Así, luego que se advirtió que el procesado no 

asistía a la audiencia de Juicio Oral por séptima vez, quien en reiteradas 

oportunidades presentó descansos médicos suscritos por médicos particulares, se 



consideró que las justificaciones presentadas no tenía certificación de entidad pública 

y al no haber presentado documentos que acrediten su tratamiento, quedó 

evidenciada su conducta obstruccionista, por lo cual se resolvió declarar frustrada la 

audiencia de juicio oral, revocaron el mandato de comparecencia , ordenando su 

internamiento en una cárcel pública mientras dure el juzgamiento, disponiendo su 

inmediata ubicación y captura a nivel nacional e internacional, reservando el inicio de 

juzgamiento del acusado hasta que se habido o se ponga a derecho ante este órgano 

jurisdiccional. En ese sentido, el acusado al ser ubicado y detenido por la Policía 

Nacional, fue puesto a disposición del Juzgado Superior, el cual mediante resolución 

del día 03 de octubre de 2017, ordenaron el internamiento del acusado a un centro 

penitenciario mientras dure el juicio oral, señalando fecha para dicha audiencia. 

El Juicio Oral se realizó en nueve sesiones, siendo la última desarrollada el día 04 

de enero de 2018, en cuya fecha la Primera Sala Penal Permanente de Reos Libres 

de Lima Norte, después de deliberar y votar las cuestiones de hecho, emitió 

Sentencia, la misma que Falla por mayoría: Declarando responsable penal al 

ciudadano Pedro Manuel Roldan Común, como autor del delito de Violación de la 

Libertad Sexual, en agravio de la menor de 12 años de edad de iniciales Y.D.A.A., en 

consecuencia le impusieron la sanción de 20 años de pena privativa de libertad de 

cárcel efectiva y fijaron la suma de S/ 5,000.00 por el concepto de Reparación Civil a 

favor de la agraviada; dejándose constancia del voto singular que la magistrada, votó 

con la absolución del imputado. 

La sentencia fue impugnada vía Recurso de Nulidad, por la defensa técnica del 

acusado Pedro Manuel Roldan Común, quien fundamentó mediante su escrito en 

fecha 15 de enero de 2018 en el plazo de ley, argumentando: Que la sindicación 

realizada por la agraviada en contra del sentenciado, no ha sido de manera uniforme 

y coherente, lo referido por la agraviada no se encuentra acreditado, no se ha 

determinado mediante evaluación psicológica que el sentenciado presente 

inclinaciones a la pedofilia, no existen evidencias físicas ni psicológicas, ni suficientes 

elementos probatorios de cargos que el sentenciado haya cometido el hecho 

imputado y que la sentencia materia de impugnación contradicen las garantías 

constitucionales al Indubio pro reo y Presunción de inocencia. En ese sentido, 

mediante resolución de fecha 19 de enero de 2018, se concedió el recurso antes 

referido y se dispuso elevar los autos a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia. 



Mediante Dictamen de la Primera Fiscalía Suprema en lo Penal, el Fiscal Supremo 

Titular opinó se declare, No haber nulidad en la sentencia recurrida; por lo que luego 

del referido Dictamen, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de la 

República, expidió el Recurso de Nulidad N° 525-2018 de fecha 05 de diciembre de 

2018, el cual declaró Haber Nulidad en la sentencia de fecha cuatro de enero de dos 

mil dieciocho, emitida por la Primera Sala Penal de Reos Libres de la Corte Superior 

de Justicia de Lima Norte; y reformándola, Absolvieron a  Pedro Manuel Roldan 

Común de la acusación fiscal por el delito y agraviada antes mencionada, mandando 

la anulación de los antecedentes penales y judiciales que se le hayan generado, 

disponiendo su inmediata libertad del mismo. 

  



2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

La vulneración al Derecho de Defensa del investigado en el inicio de 

diligencias preliminares 

El Derecho de Defensa se encuentra previsto en el inciso 14) del artículo 139° de 

la Constitución Política del Perú vigente, en el cual se establece que son principios y 

derechos de la función jurisdiccional: “14) el principio de no ser privado del derecho 

de defensa en ningún estado del proceso. Toda persona será informada 

inmediatamente y por escrito de la causa o las razones de su detención. Tiene 

derecho a comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser 

asesorado por éste desde que es citada o detenida por cualquier autoridad”. 

Sumado a ello, el artículo IX, del Código Procesal Penal (Decreto Legislativo N° 

957), indica que: 

“1. Toda persona tiene derecho inviolable e irrestricto a que se le informe de sus 

derechos, a que se le comunique de inmediato y detalladamente la imputación 

formulada en su contra, y a ser asistida por un Abogado Defensor de su elección o, 

en su caso, por un abogado de oficio, desde que es citada o detenida por la autoridad. 

También tiene derecho a que se le conceda un tiempo razonable para que prepare 

su defensa; a ejercer su autodefensa material; a intervenir, en plena igualdad, en la 

actividad probatoria; y, en las condiciones previstas por la Ley, a utilizar los medios 

de prueba pertinentes. El ejercicio del derecho de defensa se extiende a todo estado 

y grado del procedimiento, en la forma y oportunidad que la ley señala (…)”. 

Asimismo, en palabras del profesor Jorge Rosas Yataco (2018), define como aquel: 

“que tiene el ciudadano de ser asistido en su defensa en cualquier proceso y en el 

estado en que se encuentre. De manera que la persona que se le hace una imputación 

delictiva tiene derecho a ser oída en forma imparcial y pública, en condiciones de 

plena igualdad ante el Tribunal independientemente de sus derechos y obligaciones” 

(p.117). 

En ese sentido, bajo esta perspectiva de análisis, se puede advertir que, en la etapa 

de diligencias preliminares, se vulneró este Derecho de Defensa y fue vulnerado por 

el Titular de la Acción Penal, toda vez que cuando se recabó la declaración referencial 



de la pregunta agraviada, no se contó con la participación de un abogado defensor 

del investigado, sea este una defensa privada o en su defecto contar con un abogado 

de oficio, designado por el Ministerio de Justicia, conforme lo establece el artículo 80° 

y siguientes del Nuevo Código Procesal Penal. 

En efecto, sí bien para el tiempo que se realizó este acto de investigación, no se 

encontraba vigente en el referido Distrito Fiscal, el Nuevo Código Procesal Penal, 

establece que todas las diligencias deben ser con participación del abogado defensor 

del investigado (conforme lo establece el inciso 4) del artículo 84 del Código Procesal 

Penal). Es importante analizar desde esta perspectiva garantista, toda vez que con la 

participación de su defensa técnica, se puede garantizar que en el desarrollo de esta 

diligencia, no existan vulneraciones a los derechos que le asisten al investigado, como 

la no autoincriminación, pudiendo además efectuar las preguntas que considere 

pertinentes. 

Bajo esta misma idea, se puede apreciar que esta vulneración al Derecho de 

Defensa, fue además advertida en la diligencia de Cámara Gesell, toda vez que la 

misma no contó con la participación de un abogado defensor del investigado, quien 

podría haber efectuado sus preguntas pertinentes y garantizar el derecho de defensa 

de su defendido. 

 

Los indicios recabados en la investigación preliminar, no eran suficientes 

para emitir la Formalización de denuncia penal 

Desde mi punto de vista, sí bien el representante del Ministerio Público, Formalizó 

denuncia penal contra el imputado Pedro Miguel Roldan Común, por la presunta 

comisión del delito contra la Libertad Sexual en su modalidad de Violación Sexual de 

menor de edad, es preciso indicar que en ese momento, solo contaba con el Acta de 

Entrevista única de la menor agraviada, el Certificado Médico legal por integridad 

física y sexual de la menor agraviada y la declaración del imputado, con lo cual no se 

contaba con indicios que permitan sostener una “sospecha reveladora” al estándar de 

prueba que es requerido para una Formalización de la investigación preparatoria, 

siendo que para en aquel entonces era considerada a la Formalización de denuncia 

penal, ello en concordancia con lo establecido en la Sentencia Plenaria N° 1-2017, en 

donde se estableció que esta consiste en la existencia de hecho o datos básicos que 



sirvan racionalmente de indicios de una determinada conducta, mediante la presencia 

de elementos convicción con determinado nivel, medio, de acreditación para incoar 

un proceso penal. 

En efecto, la declaración de la presunta agraviada no había sido mínimamente 

corroborada por algún medio de prueba, toda vez que el certificado médico legal N° 

024964-CLS, no corroboraba que haya existido el acto sexual, por lo que se requería 

de otros medios de prueba que puedan sostener el dicho de la menor. Asimismo, no 

puede considerarse como un medio de prueba, la declaración del imputado, toda vez 

que desde una perspectiva del modelo procesal penal acusatorio, el imputado es 

considerado una parte procesal (sujeto procesal) y no constituye una fuente de 

prueba. 

 

La vulneración al Derecho a la no revictimización de la agraviada. 

La revictimización o victimización secundaria, es entendida como aquel sufrimiento 

de las víctimas de abuso sexual, por motivos de la investigación de un caso y 

corroboración de las afirmaciones que infieran diversas autoridades estatales. 

Así, en el fundamento 38° del Acuerdo Plenario N° 1-2011/CJ-116, se establece 

que: 

“A efectos de evitar la victimización secundaria, en especial de los menores de 

edad, mermando las aflicciones de quien es pasible de abuso sexual, se debe tener 

en cuenta las siguientes reglas: a) reserva de las actuaciones judiciales; b) 

preservación de la identidad de la víctima; y c) Promover y fomentar la actuación de 

única declaración de la víctima”, indicando luego que esto último, es una regla 

obligatoria en el caso cuando la agraviada es menor de edad. 

En ese sentido, se puede apreciar que, en el caso en concreto, se advierte que la 

menor agraviada de iniciales Y.D.A.A., sufrió de esta victimización secundaria en el 

transcurso de la investigación preliminar y etapa de instrucción. 

Pues es de verse que la menor agraviada declaró por los hechos imputados, hasta 

en tres ocasiones: Primero, al brindar su Declaración referencial el día 05 de agosto 

de 2011 en sede Fiscal. Segundo, en la Entrevista única de fecha 06 de septiembre 



de 2011. Y tercero, al momento de ser evaluada psicológicamente en fecha 09 de 

agosto y 23 de septiembre de 2011 (Conforme se desprende del Protocolo de Pericia 

Psicológica N° 001296-2011-PSC), en efecto, en este último caso, hasta se puede 

apreciar que la agraviada no quería hablar de ello, conforme se desprende de su 

transcripción, al indicarle a la psicóloga: “No quiero hablar de eso, el es mi ex 

enamorado (…) fue sin mi voluntad yo no quería”. 

Ahora bien, sí bien para la fecha del proceso penal, no se encontraba vigente la 

Guía de Procedimiento de Entrevista Única a víctimas en el marco de la Ley N° 30364 

para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujer y los integrantes del 

grupo familiar; y a, niños y adolescentes varones víctimas de violencia, es importante 

indicar que en aquella guía expedida por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias 

Forenses del Ministerio Público, en el año 2016, se establece que la Entrevista Única 

es un procedimiento que busca evitar la revictimización y reservar especialmente la 

identidad de la víctima. 

Por ello, a criterio personal, debió tenerse la sindicación de la menor, únicamente 

a través de la entrevista en Cámara Gesell y conforme lo indica la misma Guía, esta 

es una diligencia de declaración testimonial que forma parte de una investigación, la 

cual se desarrolla en una sola sesión, con la participación de los operadores, como lo 

son, el Fiscal Provincial en lo Penal, Fiscal de Familia, representante de la menor, 

instructor policial a cargo de la investigación y abogado del investigado, quienes 

apreciarán la misma a través del vidrio que los separa del ambiente de entrevista, en 

el cual únicamente se encuentra el psicólogo (quien lleva la entrevista) y la menor 

agraviada. 

Se concuerda con lo opinado por el profesor NOGUERA, quien indica: “Lo 

importante de la cámara Gesell es que mediante los dos ambientes que cuentan con 

una pared divisoria en la que hay un vidrio inmenso se puede ver desde uno de los 

ambientes hacia el otro ambiente donde está el menor; pero a su vez el menor no 

puede ver hacia el otro ambiente donde están las autoridades y especialistas, de tal 

forma que dicho menor no se siente presionado ni observado por miradas de adultos”. 

(NOGUERA, 2016, p.256). 

 



Por otro lado, también se puede apreciar que el Fiscal Superior en lo Penal, al 

expedir su Dictamen Acusatorio, solicitó que, a la audiencia de Juicio, concurra la 

agraviada, sin indicar su pertinencia o utilidad, lo cual, sin embargo, fue estimado por 

el órgano judicial, para lo cual al expedirse la Resolución del día 17 de noviembre de 

2014, se dispuso que se notifique a la agraviada a efectos que rinda su declaración. 

Sin embargo, a criterio personal, no resulta justificable, toda vez que por un lado se 

podría revictimizar nuevamente a la agraviada, sumándose además que, por el tiempo 

transcurrido, la agraviada obviamente no hubiese podido declarar de manera uniforme 

a las declaraciones que había brindado con anterioridad, lo cual podría deberse por 

el tiempo transcurrido o porque psicológicamente ya habría anulado estos recuerdos 

negativos en su psiquis. 

En efecto, el Bien Jurídico protegido en el delito de violación sexual en menores, 

es la indemnidad o intangibilidad sexual de los menores de catorce años. 

En palabras de SALINAS SICCHA (2018), la indemnidad sexual se le entiende 

como la protección del desarrollo normal de la sexualidad de los menores, quienes 

todavía no han alcanzado el grado de madurez suficiente para determinarse 

sexualmente en forma libre y espontánea (p.1040).  

El Acuerdo Plenario N° 4-2008/CJ-116, define a la indemnidad sexual como: “la 

preservación de la sexualidad de una persona cuando no está en condiciones de 

decidir sobre su actividad sexual: menores e incapaces”. Asimismo, este mismo 

Acuerdo Plenario, estableció como doctrina legal vinculante que los adolescentes 

mayores de 14 y menores de 18 años gozan de libertad sexual, y en consecuencia al 

ser un bien jurídico disponible, es aplicable el artículo 20°, inciso 10 del Código Penal, 

que establece como causal de exención de penal, el consentimiento prestado por el 

sujeto pasivo a su bien jurídico. 

 

Incumplimiento a los plazos procesales en la etapa de instrucción 

Como bien se puede apreciar, en el caso en concreto, se advierte que el Auto 

Apertorio de instrucción, fue emitido el día 29 de septiembre de 2011, del cual no se 

estableció expresamente un plazo de duración, sin embargo, puede entenderse que 

habría sido por 120 días. 



Ahora, también es cierto que la instrucción fue objeto de ampliación de plazo hasta 

en dos oportunidades, siendo esto establecido mediante Resolución de fecha 10 de 

abril de 2012, en la cual se amplió la instrucción por 60 días; y mediante Resolución 

de fecha 03 de julio de 2012 se amplió por 30 días. 

Así, conforme lo establecido en el artículo 202° del Código de Procedimientos 

Penales, el plazo de la instrucción en procesos ordinarios no puede durar más de 120 

días, siendo excepcionalmente posible de ampliar por un plazo máximo de 60 días 

naturales, lo cual en el presente caso se aprecia que el Juez instructor se sobre 

excedió del plazo fijado por ley. 

Por otro lado, en comparación y semejanza a los plazos del Código Procesal Penal 

(Decreto Legislativo N° 957), el plazo de las Diligencias Preliminares es de 60 días, 

salvo cuando se produzca la detención de una persona, no obstante el Fiscal podrá 

fijar una plazo distinto según las características, complejidad y circunstancias de los 

hechos objeto de investigación, pudiendo ser ampliado hasta por un plazo máximo de 

60 días, no pudiendo superar más del plazo formalizado, esto es, no más de 120 días 

(Conforme se estableció en la Casación N° 02-2008, La Libertad, del 3 de junio de 

2008).  

Con respecto al Plazo de la Investigación Preparatoria, se ha establecido, que el 

plazo para aquello cosos, cuando se trata de una investigación que no tenga 

complicaciones o que no sea compleja, el plazo de la Investigación Preparatoria 

Formalizada, es de 120 días naturales, siendo prorrogada por única vez hasta por un 

máximo de 60 días naturales. Tratándose de investigaciones complejas, el plazo de 

la Investigación Preparatoria Formalizada es de 08 meses, cuya prórroga debe 

concederla el Juez de la investigación preparatoria. Asimismo, en caso que los delitos 

sean perpetrado por imputados integrantes de una organización criminal, el plazo 

resulta de 36 meses, el cual puede ser prorrogado hasta por 36 meses más, la cual 

debe ser concedida por el Juez de la investigación preparatoria. 

En ese sentido, en el proceso penal bajo análisis, se transgredió el Principio de 

Celeridad Procesal, el cual tiene una estrecha relación con el plazo razonable y la 

prohibición a las dilaciones indebidas en un proceso, cuyo principio, sí bien no se 

consagra en la Constitución, se encuentra establecido en la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, en su artículo 6°, en el cual se indica: “Principios Procesales: Todo proceso 



judicial, cualquiera sea su denominación o especialidad, debe ser sustanciado bajo 

los principios procesales de legalidad, inmediación, concentración, celeridad (…)” y 

además en los artículos 7°.5 del Pacto de San José de Costa Rica, en el cual se 

señala: “toda persona… tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable 

(…)” y 8°.1, el cual indica: “el derecho que le asiste a ser oída con las debidas 

garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente”.  

SÁNCHEZ VELARDE (2013), expone que las dilaciones indebidas no se identifican 

con el mero incumplimiento de los plazos procesales o la sola retardación y que 

debemos entenderla como sinónimo de proceso realizado en un plazo razonable 

(p.96). 

 

No se programó audiencia de control de acusación 

Mediante Resolución Nro. 02 de fecha 27 de mayo de 2014, la Primera Sala Penal 

Permanente, dispuso el correr traslado de la acusación fiscal a las partes y dispone 

que, por mayoría, se prescinda de programar o celebrar una audiencia para el control 

de la acusación fiscal, ello por motivos de la excesiva carga procesal que afronta su 

despacho. 

 Ahora bien, conforme se ha establecido en el Acuerdo Plenario N° 6-2009/CJ-116, 

se ha establecido que la acusación fiscal, como acto postulatorio, debe cumplir 

determinados requisitos subjetivos y objetivos legalmente previstos, la cual esta 

sujeta al control jurisdiccional, cuyo control de acusación también comprende al juez, 

sin embargo, amerita que su resolución sea materia de discusión. 

En palabras de NEYRA FLORES (2010), señala que, en una audiencia preliminar, 

las partes pueden observar la acusación fiscal por defectos formales (requiriendo su 

corrección), pueden deducir excepciones y otros medios técnicos de defensa. 

Asimismo, el mismo autor indica: “En resumen, podemos señalar que en la audiencia 

preliminar, en caso se formalice acusación, se realiza el control sustancial y no solo 

formal de la acusación, es aquí donde se determina qué pruebas de las ofrecidas van 

a ser admitidas de acuerdo a la pertinencia y legalidad de estas (…) es una etapa de 

filtro donde lo que se busca es sanear el proceso” (p.312). 



Ahora, podemos advertir que cuando se anula que se inste a celebrar este tipo de 

audiencia preliminar, se afecta el principio de contracción, toda vez que en esta se 

produce un debate procesal. 

En palabras de ROSAS YATACO (2018), “La contradicción orienta al debate 

procesal penal en dos sentidos, a saber, uno, hacia el derecho que tienen los sujetos 

procesales a presentar y controvertir las pruebas, y dos, hacia la obligación que tiene 

el funcionario judicial de motivar las decisiones” (p.101). 

Bajo ese mismo orden de ideas, a criterio personal, en esta audiencia preliminar, 

se hubiese podido debatir sobre la pertinencia y utilidad de la declaración de la víctima 

que fue solicitada por el Ministerio Público, la cual pudo ser materia de 

cuestionamiento, toda vez que la admisión de la misma, afectaría nuevamente la 

revictimización de la menor agraviada y más aún si no se fundamentó la pertinencia 

de la misma. 

 

Afectación al Principio de Inmediación 

Teniendo en cuenta a los medios de prueba que sustentan la imputación contra el 

imputado, se debe tener en cuenta que, por las circunstancias de los hechos, al no 

mediar testigos que puedan presenciar los mismos, es esencial que estos sean 

acreditados con medios de prueba como las pericias de integridad sexual y 

psicológica que fueran practicadas a la menor agraviada. 

En ese sentido, no cabe duda, que en un proceso penal este tipo de prueba, deba 

ser actuada en juicio oral donde prime la inmediación por parte del Juez, pero no con 

su sola lectura, sino con la concurrencia de los especialistas que las emitieron para 

que sean debidamente sometidos a un examen contradictorio entre el fiscal y 

abogado defensor. 

Ahora al hablar de Inmediación como Principio muy importante en el Proceso 

Penal, abarca, según NEYRA FLORES1, que este principio, no sólo es aplicable al 

juicio oral, sino que también sus efectos se dan durante la etapa de investigación e 

intermedia, toda vez que ellas se desarrollan a través de audiencias donde la 

 
1 NEYRA FLORES, José Antonio, Manual del Nuevo Proceso Penal & de Litigación oral, Idemsa, p.133. 



inmediación del juez con las partes es totalmente necesaria, ya no se resuelve en 

base a escritos sino en lo alegado en audiencia. 

Por ello, en el caso en concreto, se advierte que en el transcurso del Juicio oral, 

solamente fue objeto de examen, la testigo Abigail Valeria Herrera Mulatillo, quien es 

amiga de la menor agraviada, quien fue requerida para que declare en juicio para que 

indique sí había presentado a la agraviada con el imputado o acreditar la relación 

sentimental que habían tenido, lo cual en opinión personal, no se encontraba su 

utilidad, toda vez que no presentaba un servicio o un dato importante en los hechos 

a probar ya que no era materia de cuestionamiento la relación sentimental que tenía 

la menor con el imputado ya que ella había indicado que era su enamorado en su 

entrevista prestada ante el psicólogo. 

Es decir, se puede apreciar que los peritos que evaluaron en la integridad sexual y 

salud mental de la agraviada, no fueron debidamente emplazados para concurrir al 

juicio oral, lo cual, a través de un riguroso examen, hubiesen podido contribuir a que 

el Juez pueda apreciar de manera directa la información que les brinda los órganos 

de prueba, por lo que no se respetó el principio de inmediación. 

 

Vulneración al Principio de Concentración 

Conforme se ha podido apreciar, el desarrollo de Juicio oral se celebró hasta en 9 

sesiones, de las cuales se empezó en octubre del 2017 y culminó el 04 de enero de 

2018 (con la lectura de sentencia), por lo que su carácter unitario fue ignorado, al no 

haberse realizado en un tiempo estrictamente necesario y que sí bien puede deberse 

a un sobre abundante número de audiencias que se encuentran programadas en un 

despacho judicial, esto no puede afectar los derechos del imputado, quien se 

encontraba privado de su libertad por mandato de la propia Sala Penal que lo 

sentenció. 

Finalmente, con respecto a este Principio, NEYRA FLORES2, enseña que: “La 

concentración nos dice que los actos procesales que se realicen en la audiencia de 

juicio oral deben ser realizados en el menor tiempo posible entre uno y otro; y la 

 
2 NEYRA FLORES, José Antonio, Manual del Nuevo Proceso Penal & de Litigación oral, Idemsa, p.132. 



continuidad de la audiencia, significa que una vez iniciada, ésta debe proseguir hasta 

concluir”. 

 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

Sobre la sentencia de primera instancia 

Conforme se ha mencionado, e fecha 04 de enero de 2018, la Primera Sala Penal 

de reos libres de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, emitió Sentencia, para 

lo cual, luego de un análisis y valoración probatoria, por mayoría, declaró responsable 

penal al imputado PEDRO MIGUEL ROLDAN COMUN, a quien se le impuso la pena 

privativa de libertad de 20 años y la suma de S/ 5,000.00 por concepto de reparación 

civil, además del sometimiento al imputado a un tratamiento terapéutico del INPE en 

observancia al artículo 178°-A del Código Penal. 

Ahora bien, del análisis del contenido de la sentencia, se puede apreciar que la 

misma en los hechos materia de imputación, no ha descrito la edad que tenía la menor 

agraviada al momento de los hechos, lo cual sí bien se ha indicad en el primer vistos, 

este dato debía encontrarse en la fundamentación fáctica. Asimismo, por otro lado, 

se puede apreciar que los hechos no cuentan conforme a las exigencias establecidas 

con la normativa del Nuevo Código Procesal Penal, en la cual se indica que 

necesariamente los hechos deben contener las circunstancias precedentes, 

concomitantes y posteriores, lo cual en el caso en concreto, solo se indicó hasta el 

suceso del acto sexual, por lo que desde esta perspectiva procesal, hubiese sido 

controlada en la audiencia de control de acusación y así poderse evitar la vulneración 

al principio de imputación necesaria. 

Ahora, del análisis y valoración probatoria, la Sala Penal, indicó que esta probado 

que la menor agraviada fue llevada sin su consentimiento al Hostal denominado: “Las 

Brisas”, sin embargo, sí bien el imputado aceptó que arribaron al referido lugar, no 

existe un medio de prueba que efectivamente, la agraviada no prestó su 

consentimiento para arribar al referido lugar, en mi opinión personal, no se habría 

hecho referencia, con que medio de prueba se acreditaría que la agraviada en ese 

momento no prestó su consentimiento, ni mucho menos, se probó que la agraviada 



haya sido obligada a subir al segundo piso del hostal, tampoco se hace mención al 

medio de prueba periférico que haya podido acreditar que el imputado la despojó con 

violencia de su ropa, así como tampoco de la fuerza física que se indica que habría 

utilizado el imputado sobre la agraviada, más aún sí en el examen de integridad física 

se extrajo que la agraviada no presentaba lesiones corporales y además que no se 

encontraría sustentado que el acusado amenazó a la agraviada, toda vez que la 

pericia psicológica que le fueron practicadas, no arrojó que esta tenga cierto temor a 

su presunto agresor, por lo que se puede advertir que estas afirmaciones establecidas 

en la sentencia de primera instancia, no tuvieron sustento alguno, sino que fueron 

guiadas únicamente por la declaración de la menor, la cual no fue uniforme. 

Sumado a ello, se puede apreciar que la Sala Penal, sí bien invocó el Acuerdo 

Plenario 2-2005, al indicar que existió persistencia en la sindicación, verosimilitud y 

ausencia de subjetividades, lo cual a criterio personal, no fue del todo cierto, toda vez 

que en primer lugar, hay indicativos que podrían presumir que entre el imputado y 

agraviada habían sentimiento de odio o enemistad, pero no por los presuntos hechos 

imputados, sino porque la misma menor indicó en su declaración en cámara Gesell, 

que terminaron porque su compañera lo había visto besándose contra otra y ella le 

dijo, en ese sentido este primer requisito fue superado. Con relación a la garantía de 

Verosimilitud que hace referencia el mismo Acuerdo Plenario, esta no se encuentra 

sustentada, toda vez que la declaración de la agraviada debe ser coherente y sólida, 

la cual no guardo uniformidad en el desarrollo de la investigación, al ser que en sus 

declaraciones prestadas ante la autoridad fiscal y psicólogos, fueron distintas y que 

sí bien ella persistió en que el imputado le hizo el acto sexual, el relato de las 

circunstancias precedentes fueron distintas y no guardaron un núcleo uniforme, 

sumado a que el mismo acuerdo plenario, requiere que además estas declaraciones 

estén rodeadas de corroboraciones periféricas, lo cual no se pudo acreditar, por lo 

que al haber insuficiencia probatoria, el imputado debió ser absuelto de la acusación 

fiscal en primera instancia, por cuya explicación y a criterio personal, no la encontraba 

la resolución analizada de conformidad.  

 

 

 



 

Sobre la Sentencia de segunda instancia (Recurso de Nulidad N° 525-2018) 

Finalmente, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, a través del Recurso 

de Nulidad planteado por la defensa técnica del sentenciado, decidió absolver al 

imputado. 

Como es de apreciar del razonamiento de los magistrados de la Sala de la Corte 

Suprema, en efecto, advirtieron que en realidad, sobre el imputado solo pesaba una 

sindicación directa que sobre la versión del imputado, no puede darse preponderancia 

a una, más aún sí sobre la sindicación de la presunta agraviada no existieron 

corroboraciones periféricas objetivas que la justifiquen, deviniendo la prueba de cargo 

actuada en insuficiente. 

Efectivamente, uno de los puntos a resaltar fueron que la menor presuntamente 

agraviada, indicó que el acto sexual fue contra su voluntad y que existió fuerza física, 

lo cual, al momento de ser evaluada por el médico legista, no se presenció que haya 

tenido algún tipo de dolencia en alguna parte de su cuerpo, por lo que su declaración 

de los hechos fue desvanecida. Y, por otro lado, sí bien se concluyó que en la Pericia 

Psicológica N° 001296-2011-PSC, la menor padeció de estresor sexual, se invocó el 

Acuerdo Plenario N° 4-2015, en el cual se fijó que la pericia psicológica no tiene un 

carácter definitivo, siendo que su valor no es determinante y no funda un juicio sólido 

de culpabilidad. 

En ese sentido, en opinión personal, guardo conformidad con los extremos de esta 

Sentencia de segunda instancia, toda vez que se efectuó un análisis valorativo de los 

diferentes medios de prueba que había sido actuados y que determinaron que sobre 

el imputado no habían suficientes medios de prueba que permitan dar certeza al 

juzgador concerniente a su responsabilidad penal por los hechos que se le imputaron. 

Más aún, sí se tuvo en cuenta la Pericia Psicológica que le fue practicada en su 

momento al imputado, en la cual se concluyeron que no presentaba algún 

comportamiento tendente a la agresión sexual de menores de edad. 

 

 



4. CONCLUSIONES: 

Que, en el desarrollo de la investigación, se pudieron observar ciertas deficiencias 

y vulneraciones a principios procesales. Entre ellos, como bien se indicó, el Derecho 

de Defensa del investigado Pedro Miguel Roldan Comun, a quien sí bien contó con la 

participación de su abogado defensor en su declaración preliminar, no fue emplazado 

ni se contó con la participación de su abogado defensor en la declaración testimonial 

de la menor agraviada, en la etapa de diligencias preliminares, pese a que el 

investigado se encontraba debidamente individualizado. 

Se revictimizó a la menor agraviada, pues como bien se mencionó, esta prestó su 

declaración ante el Fiscal Provincial en lo Penal, luego ante el psicólogo en su Cámara 

Gesell y finalmente ante un psicólogo en una posterior entrevista y además pudo 

continuar siendo atentado, cuando se le requirió en el juicio oral su concurrencia (la 

cual además no estaba debidamente motivada su persistencia o utilidad a su 

declaración en este juicio). 

No se cumplieron los plazos, en días naturales, que fueron establecidos en la etapa 

de instrucción, habiendo un exceso de los 120 días que son un límite establecido en 

la norma procesal antigua (Código de Procedimientos Penales) para el presente caso. 

Se afectó el derecho de contradicción y oralidad, al no haberse celebrado una 

audiencia de control de la acusación fiscal, en la cual se pudieron tratar de justificar 

los medios de prueba que fueron establecidos por el representante del Ministerio 

Público, toda vez que (a criterio personal) no se encontraba sustento que la presunta 

agraviada fuera requerida nuevamente a declarar y que los hechos imputados no 

hayan sido debidamente indicados, como lo fueron su omisión a las circunstancias 

posteriores. 

Se vulneró el Principio procesal de Concentración, como bien se indicó, el juicio 

oral se desarrolló hasta en 9 sesiones, las cuales se extendieron pese a que en 

oportunidades, como en la primera sesión, no se encontraba justificada, ni se dio 

mayor motivo de su suspensión.  

La sentencia de primera instancia (expedida por la Primera Sala Penal de la Corte 

Superior de Justicia de Lima Norte), no valoró debidamente los medios de prueba que 

fueron sustentados por el representante del Ministerio Público. En efecto, desde 



luego, había una clara muestra de medios de prueba que resultaban insuficientes 

para sostener una sentencia condenatoria, al no haberse corroborado el acceso 

carnal, el uso de la fuerza que indicó la presunta agraviada, el conocimiento del 

imputado sobre la edad de la menor, es decir, estos puntos o premisas fácticas no 

fueron debidamente acreditadas y pese a ello, se condenó al imputado, pese a que el 

derecho fundamental a la presunción de inocencia lo amparaba. 

 

  



5. BIBLIOGRAFÍA 

NEYRA FLORES, J. A. (2010). Manual del nuevo proceso penal & de litigación oral. 

Lima, Perú: Idemsa. 

NOGUERA RAMOS, I. (2016). Violación de la libertad e indemnidad sexual. Lima, 

Perú: Grijley. 

ROSAS YATACO, J. (2018). Derecho Procesal Penal. Lima, Perú: Ceides. 

SALINAS SICCHA, R. (2018). Derecho Penal Parte Especial. Lima, Perú: Iustitia. 

SÁNCHEZ VELARDE, P.S (2013). Comentarios al Código Procesal Penal. Lima, 

Perú: Idemsa. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  



6. ANEXOS 

 

  
















































































































































